
localidad de residencia. Nos pusimos en contacto con la Oficina de Extranjería para preparar recurso y al 
final flexibilizaron el criterio concediendo la citada autorización.

La acumulación de retrasos en los expedientes de nacionalidad española es otro de los temas recurrentes 
en esta materia. Hay retrasos de más de seis años en la resolución de los expedientes y todavía hay muchos 
sin grabar, en concreto, más de 300.000 expedientes se encuentran todavía pendientes de resolver. Es 
importante señalar que el plazo para resolver estos expedientes es de un año desde la recepción, y en la 
actualidad todavía existen expedientes sin resolver desde el año 2014. Desde el Defensor del Pueblo de 
las Cortes Generales, nos comunican que se ha puesto en marcha un plan de choque para resolver estos 
más de 300.000 expedientes, confiando en que las previsiones de resolución se cumplan, debido a que 
son muchas las personas implicadas que ven cómo su derecho a participar de una manera activa en la 
ciudadanía se vea cumplido: derecho al voto, situación de nacional para acceso a la función pública, etc.

No podemos olvidar además que estos retrasos afectan, no solo a los solicitantes, sino también a sus 
familiares más directos que no pueden optar a su documentación por la vía de la reagrupación comunitaria 
hasta que los expedientes no estén debidamente resueltos y notificados.

3.3.7. Justicia y Prisiones
En la materia de Justicia siguen siendo importantes las consultas referidas a dilaciones judiciales. Podemos 

citar, como ejemplo, la consulta 20/16364 en la que la mujer que se puso en contacto telefónico con esta 
Institución nos trasladó que su exmarido no pagaba la pensión alimenticia de sus hijas a pesar del acuerdo 
provisional al que llegaron. Era víctima de violencia de género; el juzgado que tramitó la demanda dictó 
sentencia hacía ya más de un año, pero debido a una cuestión incidental que presentó su marido, la 
sentencia no era firme, lo que aprovechaba su exmarido para no pagar la pensión alimenticia.

Además, ella era propietaria de un piso que estaba alquilado a otra pareja. Esta pareja, al principio del 
confinamiento, indicó que solo le iba a pagar la mitad de la renta mensual, pero es que, en el momento de la 
llamada, no pagaban nada. Denunció los hechos en vía judicial y el juzgado no terminaba de dictar sentencia 
por lo que se veía forzada a pagar los gastos del piso de luz, agua y comunidad, sin recibir cantidad alguna.

Cuestión singular fue la que nos trasladaron en otra consulta en la que una mujer nos explicó que, para 
casarse por lo civil, tenía fecha en su ayuntamiento para junio. Dada la situación del coronavirus cambió la 
fecha y se casó el 5 de septiembre. Ahora le había comunicado el ayuntamiento que no podían proceder a 
la inscripción en el Registro Civil de su matrimonio por que el juez no autorizó el acto.

3.3.8. Dependencia y Personas Mayores
La situación de la Dependencia sigue siendo desesperada para las familias que continúan sin que se valore 

a su familiar o sin recibir la prestación que por derecho les corresponde. Se trata de familiares con padres 
o madres de 80 ó 90 años que saben que sus padres o abuelos fallecerán antes de que les den el recurso 
solicitado.

La mayoría de las consultas se refieren a retrasos en la valoración de la solicitudes de dependencia. Así, por 
ejemplo, en la consulta 20/10436 nos llamó la hija de una persona calificada como grado 3 de Dependencia. 
Llevaba meses esperando que visitaran a su padre de forma personal para valorar sus necesidades a efectos 
de adjudicarle la prestación correspondiente. Su madre falleció en marzo de 2020 y, desde entonces, ella 
vive con su padre pues no puede dejarlo solo debido a su situación personal. La hija vivía en Gines (Sevilla) y 
su padre en Sevilla, por lo que estaba fuera de su domicilio desde hacía meses. Todos los intentos que había 
realizado para contactar con los servicios sociales y que visitaran a su padre habían resultado infructuosos.

Otra cuestión que este año ha sido muy recurrente es la de las personas con discapacidad que no pueden 
asistir a los centros y son los familiares los que deben hacerse cargo de su situación. En la consulta 20/12759 
en la que la madre de un menor nos explicaba que cuando su hijo accedió al centro al que iba antes de la 
pandemia ella renunció a la prestación económica por familiar a cargo, pero cuando su hijo dejó de ir y 
tuvo que confinarse en casa, solicitaba volver a recibir aquella asignación.
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También ha sido importante el número de consultas sobre el retraso en las citas para atender el grado 
de discapacidad de los Centros de Valoración y Orientación (CVO). Ello ha tenido una importante afección 
en los casos de quienes han acudido a esos centros solicitando la certificación de aptitud, para acceder a 
plazas de empleo público (consultas 20/14960, 20/15375, 15395 y 15996) o para certificar ese grado de 
discapacidad a personas que perciben una pensión por invalidez de la Seguridad Social (consultas 20/15324 
y 20/16125).

También han tenido importancia las consultas que hemos atendido sobre empleo público y discapacidad. 
Así, en la consulta 20/15923 se relataba que una persona, desempleada y con una discapacidad del 37%, 
presentó solicitud para pruebas selectivas del grupo C1 en el Ayuntamiento de Antequera (Málaga). Creyó 
que no debía abonar tasas por tener una discapacidad, pero se había encontrado que al publicarse la lista 
de personas admitidas y excluidas, había aparecido como excluido por impago de la tasa. Recordamos 
que esta Institución formuló en su día en la queja 09/9199 resolución para que se eximiera del pago de 
derechos de examen por participar en pruebas selectivas de acceso a la función pública autonómica y local 
(funcionarios y personal laboral) a los colectivos de desempleados, familias numerosas y personas con un 
grado de discapacidad igual o superior al 33 %.

En la consulta 20/10667 nos trasladaban que el Ayuntamiento de Jerez de la Frontera (Cádiz) había 
convocado concurso oposición para la contratación de cuatro personas destinadas a puestos de asistentes 
sociales pero en la convocatoria no figuraba reserva para personas con discapacidad.

Por último, en la consulta 20/14325 acudió a la institución una profesora de educación especial con una 
discapacidad del 85% para relatarnos que su destino definitivo se encontraba en un centro escolar de 
Mairena del Alcor, aunque residía en El Viso del Alcor, ambos en la provincia de Sevilla. Hasta el curso 
escolar 2019/2020 había venido disfrutando de comisiones de servicio y prestaba sus servicios en centros 
escolares de su municipio de residencia, pero en este curso 2020/2021, al no haber vacante, tuvo que 
incorporarse a su puesto de trabajo definitivo.

Dada su discapacidad, tenía asignada, por las prestaciones de la Ley de Dependencia, una persona que 
le ayudaba en su vida diaria y asistía con ella a su centro de trabajo, pero este curso, esta persona que le 
ayudaba no podía hacerlo por tratarse de otro término municipal.

Solicitó, en agosto de 2020, a la Delegación Territorial de Educación de Sevilla que se realizara la adaptación 
de su puesto de trabajo a su discapacidad, pero desde entonces ni había recibido respuesta si se había 
producido tal adaptación, por lo que no podía realizar su trabajo de forma adecuada.

Otro asunto de especial relevancia es la movilidad de las personas con discapacidad y, sobre todo, el 
estado de las vías urbanas en su deambular. En la consulta 20/13024 la madre de dos menores con 
discapacidad, nos relató telefónicamente que llevaba denunciando varios años la situación en la que se 
encuentra la calle en la que reside ya que no pueden deambular adecuadamente por la calle. En fechas 
recientes una de sus hijas se ha caído y tiene miedo a salir a la calle. Además, por la misma circulan vehículos 
a grandes velocidades, lo que había provocado la muerte de un perro. Había denunciado los hechos en el 
ayuntamiento al menos dos años antes y continuaba igual.

3.3.9. Salud
El número de consultas por falta de atención de los servicios sanitarios a la ciudadanía ha sido muy 

importante. De las que hemos recibido en este último periodo del año podemos citar las consultas 20/12147, 
20/12167, 20/13872, 20/14351 y 20/15081 cuando esa situación se ha producido en centros de atención 
primaria. También han crecido las que afectan a falta de atención médica especializada y hospitalaria 
como nos han relatado las personas que se han dirigido a nosotros en las consultas 20/10701, 20/13782, 
20/14298, 20/14654 y 20/15359.

Aunque no afecta al ámbito de supervisión de esta Institución, también hemos recibido llamadas 
denunciando la falta de atención de las oficinas de la Mutualidad de Funcionarios Civiles del Estado, que 
motivaron las consultas 20/12437 y 20/15718. En la consulta 20/11507 la interesada era del colectivo de 
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